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(Sin corregir) 


Señoras Representantes Beatriz Argimón, Presidenta y Daniela Payssé, Vicepresidenta. 


Señores Representantes Guillermo Chifflet, Gustavo Espinosa Mármol, Gonzalo Novales 
y Edgardo Rodríguez. 


Señor Representante Diego Guadalupe. 
Señor Representante Horacio Yanes. 


Delegación del Sindicato Único de Trabajadores del Instituto de la Niñez y de la 
Adolescencia del Uruguay, señores Joselo López, Presidente; Alejandro Araújo, 
Secretario de Propaganda y Carlos Fonsalía, Secretario de Derechos Humanos. (ver 
exposición) 


Delegación de la ONG CRYSOL, señoras Sara Lichtensztajn, Nélida Fontora, Aurora 
Rey y Estela Jaluff y señores Gastón Grisoni, Secretario; Milton Ferreira y Angel 
González. (ver exposición) 


SEÑORA PRESIDENTA (Argimón).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


(Es la hora 14 y 16) 


——— Antes de recibir al Sindicato Único de Trabajadores del INAUÚ, quiero dar cuenta, como primer punto 
del orden del día, de una carta enviada por la Federación de Familiares de Detenidos Desaparecidos que, 
adhiriendo a una campaña internacional, lanza una campaña de recolección de firmas. 


Como se sabe, en setiembre u octubre se llevará a cabo la última instancia de redacción de la Convención 
Internacional que trata sobre el tema, y Uruguay es uno de sus impulsores. Se ha lanzado una campaña 
internacional para realizar ciertas solicitudes a los países que enviarán la redacción en los próximos meses. El 


capítulo Uruguay adhiere a esta campaña internacional y ha previsto algunas movilizaciones con el resto de 
sus pares internacionales. 


La conferencia de prensa del lanzamiento de recolección de firmas -que en el caso de Uruguay es simbólica 
porque ha sido uno de los promotores de la idea, pero se suma para no quedar fuera de la estrategia 
internacional- se llevará a cabo en el Palacio Legislativo, en la Sala 15 del edificio Anexo, el próximo 21 de 
julio. 


En virtud de que Uruguay propició esta convención y de que ya hay instancias decisivas en las próximas 
semanas, sería importante que la Comisión de Derechos Humanos auspiciara este evento. Los integrantes de 
FEDEFAM tuvieron la deferencia de no solicitar el auspicio de esta Comisión y a la señora Diputada Payssé 
y a quien habla nos pareció importante plantear el auspicio a esta movilización. 


Si no hay objeciones, la Comisión auspiciará estas actividades. 
(Apoyados) 

——— Por lo visto, el auspicio de estas actividades es unánime. 
Dese cuenta de la carta enviada por FEDEFAM. 

(Se lee:) 


——— El otro punto al que quiero hacer referencia tiene que ver con algunas comunicaciones. La Mesa solicita 
que se dé cuenta por Secretaría de los distintos seguimientos solicitados oportunamente. 


SEÑORA SECRETARIA.- La Comisión solicitó el seguimiento de una comunicación con una 
delegación de vecinos que vinieron a denunciar la inseguridad y violencia que se vivía en Malvín Norte. 


Ellos agradecieron mucho la comunicación de la Comisión porque, en realidad, no tenían muchas 
expectativas de que este Cuerpo fuera a hacer alguna gestión y, menos aún, que se comunicara con ellos. 
Además, señalaron que la situación había mejorado sensiblemente, en un 50%, con respecto al planteamiento 
original. En la zona se ha dispuesto el patrullaje de policías de civil. Todo lo que plantearon en cuanto a que 
ni siquiera podían caminar por el barrio, ahora cambió y la situación ha mejorado. 


Con respecto a las drogas, que dijeron que sabían dónde se ubicaban las bocas de reparto, aparentemente se 
cambiaron y ya no están más allí. 


Quedaron en informar periódicamente en la medida en que haya novedades. 


Por otra parte, en la reunión anterior la Comisión recibió una solicitud de entrevista de vecinos del barrio 
Peñarol, pero sin aclarar por qué motivo. Mandarán una nota explicitando la solicitud. Denuncian maltratos 
en la Comisaría de unos chicos que luego pasaron por el Juzgado y quedaron en libertad. 


SEÑOR CHIFFLET.- Creo que la situación de los vecinos de Malvín Norte tiene que preocuparnos 
porque si el patrullaje de policías de civil y otras medidas tienen éxito y disminuyen los delitos en la 
zona, la experiencia deberá tenerse en cuenta, sobre todo porque pueden sumarse otras medidas 
adoptadas en otros barrios que podrían ser de particular eficacia. 


Además, se me informó que en el Ministerio del Interior se está estudiando la posibilidad de que actúen 
perros especialmente adiestrados, que detienen a quien huye pero no lo lastiman. En la medida en que 
sumemos las experiencias vividas en los distintos barrios, podremos tener un marco para cuando se planteen 
situaciones similares y sobre todo medir los resultados. 


SEÑOR RODRÍGUEZ.- Quiero saber si se recibió de Rivera un pedido para que concurra la 
Comisión. 


SEÑORA SECRETARIA.- Sí. 


En la reunión anterior la Comisión descartó la solicitud porque los familiares, que habían concurrido en la 
Legislatura pasada varias veces, elevaron el pedido a través de la Junta Departamental. Como la solicitud se 
realizó el mismo día que cambiaron las autoridades en la Junta Departamental, nos comunicamos con los 
familiares y les explicamos por qué no se los pudo recibir y ellos enviarán la solicitud nuevamente. 


SEÑORA PAYSSÉ.- Quiero señalar el resultado que puede dar hacer un seguimiento de una situación 
como la vivida por estos vecinos de Malvín Norte, quienes vinieron con una angustia muy palpable. 
Tan solo a través de una llamada telefónica se pudo saber que la situación está mejor. El tema no pasa 
solo por saber cómo está la situación sino que ellos también sepan que en la Comisión tienen un ámbito 
en el cual sus planteamientos son receptivos y, además, cuentan con un seguimiento. 


Tendríamos que habituarnos a estos procedimientos porque hablan de que hay interés y no de que todo pase 
simplemente por recibir delegaciones, máxime cuando son de vecinos que no tienen personería jurídica y 
solo cuentan con su voluntad para concurrir a este ámbito motivados por una situación angustiosa. 


SEÑORA PRESIDENTA.- La Mesa informa que estamos al día con las respuestas a todas las cartas 
enviadas a la Comisión. 


——— La Comisión decidió el auspicio del evento al que se hizo referencia. Por lo tanto, los legisladores y 
legisladoras que quieran participar lo podrán hacer, reitero, el próximo 21 de julio a partir de la hora 10; el 
lanzamiento de la campaña se realizará en la Sala 15 del Edificio Anexo. 


En la última reunión recibimos una carta del Sindicato Unico de Trabajadores del INAU; inmediatamente les 
respondimos y como recordarán no pudieron asistir porque estaban en el interior. Por tanto, esta es la primera 
reunión de la Comisión en que se recibirá a esta delegación. 


(Ingresa a Sala una delegación del Sindicato Único de Trabajadores del INAU) 


——— La Comisión de Derechos Humanos tiene el honor de recibir a una delegación del Sindicato Único de 
Trabajadores del INAU, integrada por su Presidente, señor Joselo López, el Secretario de Propaganda, señor 
Alejandro Araújo y el Secretario de Derechos Humanos, señor Carlos Fonsalía. 


Con mucho gusto, les cedemos la palabra. 


SEÑOR LÓPEZ.- En primer lugar, queremos pedir las disculpas del caso porque nos enteramos de la 
reunión pasada el mismo día y, lamentablemente, no pudimos concurrir porque algunos compañeros se 
encontraban en el interior del país y, otros, estábamos en otras actividades del sindicato. 


Lo que queremos plantear tiene que ver con la situación general que se está viviendo en la institución, que se 
viene arrastrando desde hace mucho tiempo. Entendemos que a partir de la implementación de la reforma del 
Estado y del retiro incentivado de un núcleo importante de trabajadores en 1996, el INAU siguió atendiendo 
los mismos servicios con una mayor cantidad de gurises. Esto ha llevado a que de alguna manera haya un 
desgaste en los trabajadores de la institución. Hay que tener en cuenta que el promedio de edad de los 
funcionarios es bastante elevado, pues supera los cuarenta y nueve años. 


Como dijimos, esta situación se viene arrastrando desde hace mucho tiempo, por lo que en los años 2003 y 
2004 vinimos a plantear a esta Comisión las dificultades por las que estábamos atravesando. En aquel 
momento, en uno de los hogares del INTERJ, concretamente en el Hogar SER, había más de cien chiquilines 
que eran atendidos por tres funcionarios por turno. Era previsible que esta situación explotara en cualquier 
momento. Esta problemática no solo abarca a los servicios del INTERJ, sino también a todos los del INAU, 
especialmente los que se prestan en Amparo. Allí tenemos hogares como el Centro N* 4 en donde hay bebés 
de cero a tres años. En particular la situación de ese servicio es bastante desesperante, pues hay más de 
sesenta chiquilines que son atendidos por tres funcionarios en cada turno. Estos chiquilines por su 
característica requieren de una atención mucho más personalizada. Además, esta situación se traslada a lo 
largo y ancho del país. 


Venimos a plantear algunas cuestiones que son absolutamente imprescindibles para tratar de encauzar 
nuevamente a la institución, porque está sumida en una de las peores crisis de la historia del INAU; estamos 
viviendo una de las peores crisis, que es difícil de comparar con la que atravesaron el INAME y el Consejo 
del Niño en su época. 


En esta última semana tuvimos a ocho compañeros lastimados en distintos incidentes en los hogares del 
INTERJ. La situación es muy preocupante y el Directorio de la Institución ha acordado la posibilidad de 
incluir en la Rendición de Cuentas tres artículos que para nosotros constituirían un oxígeno muy importante. 
Uno de ellos tiene que ver con el ingreso de doscientos doce funcionarios. Esto no hace más que completar la 
nómina que teníamos hasta el año pasado. En este último período, por diversas circunstancias, hemos perdido 
una cantidad muy importante de funcionarios. El año pasado la institución contaba con 3.700 funcionarios y 
al día de hoy tenemos 3.516. El ingreso del personal es muy importante para que, por un lado, se pueda 
oxigenar cada uno de los servicios y, por otro, para renovar la plantilla porque, como ya señalamos, el 
promedio de edad en la institución es bastante elevado. 


Los demás artículos tienen que ver con algún refuerzo de rubros porque, lamentablemente, en el tema de 
inversiones y el de funcionamiento había dificultades para poder llevar adelante la institución. El cupo 
financiero que recibe la institución es de un 85% u 88%, que está destinado a los hogares por convenio, lo 
que hace que quede muy poco margen para atender a todos los servicios oficiales del resto de la institución. 
En ese sentido, también creemos importante el refuerzo de rubros para hacer reparaciones edilicias y también 
pagar las grandes deudas que se mantienen con los proveedores, a fin de renovar la flota de locomoción que 
está destruida y es en la que se trasladan a los niños. 


Asimismo, en la medida que ustedes representan a esta Comisión, queremos solicitar que incidan a fin de 
poder solucionar esta problemática. Tuvimos conocimiento de que algunos legisladores se hicieron presentes 
en uno de los hogares del INTERJ y nos gustaría que conocieran el resto de los hogares donde hay 
chiquilines por Amparo y, si es posible, el interior del país. También allí la situación es muy desesperante y 
entendemos que, si no podemos incluir estos artículos en la Rendición de Cuentas, no sabemos qué es lo que 
puede pasar de aquí hasta el Presupuesto Quinquenal, que es la otra instancia donde podemos corregir esto. 


Como sindicato tuvimos que tomar algunas medidas para preservar la integridad física de los chiquilines que 
se están atendiendo y también de los funcionarios. Como ya dijimos, esta última semana tuvimos ocho 
compañeros lesionados y alguno de ellos de gravedad. Aunque esta medida se vea un poco antipática, lo 
único que persigue es preservar la integridad física de los chicos y de los funcionarios. La medida que hemos 
adoptado consiste en que, en algunos servicios del INTERJ, no se permite el ingreso de más chiquilines 
porque la capacidad locativa no alcanza y la cantidad de funcionarios y de niños que hay que atender no es la 
más adecuada. Por lo tanto, hemos tomado esa medida para preservar tanto la integridad de los chiquilines 
como la de los adultos y funcionarios. De no haber ninguna respuesta positiva, vamos a tener que seguir 
profundizando en algún tipo de medidas porque se nos está haciendo imposible sostener esta situación. 


SEÑOR FONSALÍA.- El compañero ha hecho una descripción global y generalizada bastante clara en 
cuanto a cuál es la situación general del INAU lo que equivale a decir niños y trabajadores. 


Me parece importante señalar algunas cuestiones quizás algo subjetivas pero que hacen a la cuestión. Los 
trabajadores del INAU estamos acostumbrados a trabajar en el dolor y con el dolor. Esta situación que 
estamos viviendo no es nueva -por lo menos tiene veinte o treinta años-, la hemos heredado como 
consecuencia de las anteriores administraciones, de la gestión, de las acciones y omisiones que han ocurrido 
en el INAU, antes en el INAME y antes en el Consejo del Niño. Es una problemática que nos ha llevado a 
sentir que el INAU es una especie de basurero de esta sociedad, un lugar donde se acumulan y juntan las 
cosas más feas, más sucias, las que en general la gente no quiere ver. Prueba de eso es que si hacemos un 
estudio retrospectivo, vemos que no hace mucho tiempo el servicio INTERJ -en estos días ha sido tapa de los 
diarios y ha estado en los informativos de televisión- formaba parte de los servicios de amparo, no se 
diferenciaba el abordaje que se hacía para niños y jóvenes que no estaban en conflicto con la ley. Pero eso ha 
ido progresivamente desvirtuándose hasta llegar a esta situación, que es una especie de "gheto", por lo menos 
así lo vemos nosotros. Con esto quiero decir que no estamos viviendo situaciones nuevas, por más que sean 
muy graves. 


Por último, los trabajadores tenemos un sentimiento dual. Por un lado, este sentimiento como de 
desesperación y angustia por lo que pasa, por lo que se ve en los turnos, por lo que vemos que sienten los 
chiquilines, por la situación desesperante de los chiquilines. En este contexto hay una grosera violación de 
derechos, tanto de adultos como de jóvenes. Pero junto con este sentimiento de desilusión y de que ya no se 
puede más -lo que obliga a tomar estas medidas desesperadas-, por otro lado conservamos un sentimiento de 
confianza en que es posible el cambio, en que es posible transformar efectivamente esta Institución en 
garantista de derechos, en una Institución que no solo se ocupe de unas pocas decenas de chiquilines 
infractores y unas pocas decenas de miles de niños y jóvenes que están hoy en la órbita del INAU, sino que 
pueda albergar y alcanzar a los centenares de miles de niños de este país a los que lamentablemente no es 
posible llegar. 


Ustedes conocen mejor que nosotros estos datos, hay una cantidad de niños que viven por debajo de la línea 
de pobreza y a los que el INAU debería acceder. Pero para eso -sabemos que no estamos hablando con 
personas que desconocen esta temática- queremos solicitarles encarecidamente que tomen partido en esta 
pelea, que nos den una mano a los trabajadores y a las nuevas autoridades, y que damos fe de que estamos en 
el mismo barco. Necesitamos recursos para poder implementar nuevos proyectos; hay nuevas ideas, existe la 
propuesta clara de comenzar a trabajar en equipo, de abrir la Institución, de oxigenarla, pero solos no vamos 
a poder. Aspiramos a que de este encuentro quede el compromiso de que la batalla inmediata que tenemos 
hoy son estos tres artículos que el Directorio, de acuerdo con el Sindicato, solicita que se incorporen al 
análisis y definición en esta Rendición de Cuentas, lo cual nos permitiría simplemente -hay que tenerlo claro- 
que la bomba no estalle, que no tengamos que terminar este proceso con un muerto, tanto en filas de los 
trabajadores como dentro de la población que atendemos y que quedemos en mejores condiciones de cara a la 
lucha por el presupuesto -verán que mantenemos la misma terminología de siempre, hablamos de lucha, 
vamos a tener que movernos y sensibilizar a la opinión pública- para que efectivamente el INAU pueda 
cumplir con los cometidos que le marca la ley. 


SEÑOR CHIFFLET.- Todos sabemos -ustedes más que nosotros- que el tema del Consejo del Niño, del 
INAME, INAU se plantea cada vez que hay un estallido. La noticia ocupa la primera plana de los 
diarios, la prensa se preocupa del tema, pone los acentos a veces donde no sabe, pero informa como 
puede y luego el tema desaparece. Queda sumido en el silencio, la sociedad toda mira para otro lado, 
porque habitualmente los temas no se superan, los problemas siguen y ustedes los sufren así como 
también los muchachos. 


En alguna oportunidad a esta Comisión de Derechos Humanos en la legislatura anterior vinieron familiares 
que a veces suelen tener, digamos, una visión relativamente parcial sobre los hechos, y responsabilizan a 
funcionarios de cosas que quizás no son culpables. Pero también recibimos a los funcionarios que 
naturalmente tienen a su vez una visión distinta. En aquella oportunidad hablamos con las autoridades del 
INAME y les preguntamos si estaban dispuestos a hacer una suerte de gran diálogo que se puede procesar 
aquí mismo, en este Parlamento, donde participáramos todos y cada uno llevara los problemas, el diagnóstico 
y las soluciones posibles para tratar de concertarlas formando opinión al respecto. 


Creo que lo que plantea la delegación es realmente importante. Es cierto que ustedes están permanentemente 
en contacto con el dolor y con problemas de extrema necesidad de nuestra sociedad. Creo que de una vez por 
todas -si esta Comisión tiene ese espíritu- debemos encontrar los caminos adecuados. 


Recientemente visitamos la Colonia Berro y planteamos a algunos amigos funcionarios que nos hicieran 
llegar una lista de lo que consideraban necesidades, sin firmas, si lo deseaban anónimamente, pero para que 
nosotros tuviéramos presente esos temas. Cuando -a ustedes les pasa lo mismo- nosotros hablamos con un 
integrante de una casa que funciona aparte del INAU, nos encontramos con problemas que no son tan 
difíciles de solucionar, que no son solo problemas de recursos sino de atención de distintos organismos del 
Estado, de Organizaciones no Gubernamentales, etcétera. Creo que eso tenemos que concertarlo. Si entre 
todos buscamos esas soluciones, es posible lograrlo, pero tendríamos que hacerlo con cierta urgencia porque 
se va a analizar la Rendición de Cuentas, y es una buena oportunidad en la que podremos adelantar alguna 
medida. 


Tener una actualización de los problemas, de las necesidades, de dónde se hacen las compras, cuánto se 
gasta, si es posible economizar, si es posible que de las granjas que pertenecen a la Institución se pueda 
contar con determinadas producciones que abaraten los gastos, etcétera, para nosotros es muy importante. 


Ahí sí se puede planificar y ver cómo destinamos los rubros y también analizar el sueldo de los funcionarios 
y la cantidad de funcionarios que se necesitan. No recuerdo si estaba con nosotros el señor Diputado Novales, 
pero frente al Director Migliorata le preguntábamos a un funcionario cuáles eran los problemas y nos dijo 
que tenían un guardia o un funcionario para treinta y cinco muchachos que son relativamente peligrosos o 
considerados tales. También nos dijo que había otros problemas. Le preguntamos cuáles y él nos dijo que no 
se podían decir. El propio Migliorata le dijo que estaba autorizado a decirlo, pero el funcionario no quiso 
hacerlo. Lo comprendo. Tiene todo su derecho. Pero aunque sea anónimamente hágannos llegar todos los 
problemas. No nos vamos a guiar sencillamente porque nos llegue un papel, pero vamos a tratar de analizar 
esos problemas a fondo y colaborando entre todos y propiciando estos ámbitos de diálogo podemos llegar a 
soluciones. Quisiera saber si en este momento tienen ámbitos de diálogo con las autoridades. 


SEÑOR LÓPEZ.- Lo que nos plantea el señor Diputado Chifflet es fundamental. Tanto el año pasado 
como el anterior hemos venido a hacer algunos planteos para tratar de prevenir estas situaciones que 
veíamos venir y que en definitiva sucedieron, quizá no en el momento más propicio -para estas 
situaciones no lo hay- y generaron la situación que se dio a partir del 14 de junio. 


Con los Directorios anteriores hemos tenido espacio de negociación y de diálogo. En la primera reunión que 
tuvimos con este nuevo Directorio tomamos la decisión de crear espacios de negociación con el Sindicato. 
Redoblamos la apuesta y le planteamos la integración no solo de las comisiones que ellos nos propusieron 
sino también de algunas más. Una de ellas era precisamente una Comisión que denominamos de Crisis o de 
Emergencia, para tratar de apagar los incendios que estaban surgiendo permanentemente en los servicios y 
también prevenir algunas otras situaciones que veíamos que en cualquier momento iban a ocurrir. 
Lamentablemente, no nos dieron las fuerzas para poder prevenir todo. Empezamos a trabajar no por el 
INTERJ sino por los servicios de amparo, en la División que antes se llamaba Amparo y Convivencia y que 
ahora se denomina Protección Integral de Tiempo Completo. Empezamos a trabajar hacia esa dirección muy 
fuertemente, con un compromiso importante de todos los trabajadores y de las Direcciones de cada uno de los 
servicios. El Directorio, conjuntamente con el Sindicato empezó a recorrer cada uno de los lugares de trabajo 
para ver las necesidades a las que rápidamente se podía dar solución, sobre inversiones, sobre edificios -que 
estaban bastante derruidos-, en cuanto al personal, lo que comúnmente se plantea en cada uno de los 
Servicios, y cuando estábamos en estas gestiones ocurre lo del 14 de junio y ahí hasta nosotros mismos nos 
pusimos las baterías para poder solucionar esa situación que se vino como una tromba y que no pudimos 
parar. 


Por supuesto, estamos absolutamente de acuerdo en crear espacios para hablar de estas cuestiones y en buscar 
soluciones que es lo fundamental. 


Por otro lado, hemos observado con preocupación que muchas veces se ha generalizado al hablar de los 
funcionarios y aun cuando se hace referencia a unos pocos, se involucra a todos. Siempre que nuestro 
Sindicato ha tenido pruebas concretas -hemos tenido denuncias contundentes de funcionarios que abusaban 
de sus funciones o que protagonizado determinados hechos de violencia o maltrato contra los chiquilines- ha 
hecho las denuncias del caso. Es más: hay dos funcionarios destituidos por denuncia de nuestro Sindicato. 


SEÑOR CHIFFLET.- Estoy totalmente de acuerdo y me parece una actitud muy digna del Sindicato el 
no estar dispuesto a amparar a la persona que comete irregularidades, no respeta a los menores, 
etcétera. Quiero subrayar eso, porque cuando trascienden hechos como los ocurridos recientemente o 
cuando por televisión se trasmite una entrevista, por ejemplo a un preso que dice que estuvo en el 
Consejo del Niño y que fue maltratado, etcétera, se tiende como bien dijo el señor López, a generalizar. 
Esto, en primer lugar, cae sobre los menores que egresados de una institución así ya están poco menos 
que tachados de cierta vinculación o en la frontera con el delito. Esa generalización sobre los 
funcionarios también es horrible. 


Creo que de este diálogo y en la medida que vayan trascendiendo las determinaciones que se puedan tomar, 
todos van a salir beneficiados: desde luego que los funcionarios pero también los menores a quienes tenemos 
que defender. La Comisión está estudiando un proyecto para hacer seguimiento y, de alguna manera, tomar 
medidas de amparo al menor egresado. Desde luego, este trabajo tendrá que empezar antes, para estudiar al 
muchacho dos años antes de su salida. El sindicato debe tener seguridad de que este tema preocupa a la 
Comisión. 


Además, la Comisión tiene muy claro cómo debe proceder para prestigiar al Instituto, para beneficiar a los 
menores y para defender lo que el sindicato plantea, porque creo que esa actitud realmente merece ser 
destacada. 


SEÑOR LÓPEZ.- Debo advertir que si estos artículos no se tratan en esta Rendición de Cuentas, 
especialmente el que refiere al ingreso de funcionarios, será muy difícil seguir viviendo esta situación 
porque hay un desgaste brutal de los trabajadores y una decepción generalizada que ha llevado a que 
los funcionarios pidan permanentemente certificados médicos para no trabajar más en ese medio. 


Por lo tanto, queremos saber si existen posibilidades de que estos artículos se incluyan en la Rendición de 
Cuentas. 


SEÑOR RODRÍGUEZ.- En general, coincido con lo que se ha dicho. 


Estoy de acuerdo con que deben existir instancias de debate y de diálogo entre todos los interesados en 
solucionar esta situación para encontrar soluciones. Tampoco hay recetas mágicas y todos quizás tengamos 
parte de razón. 


Haremos nuestro esfuerzo para que algo se incluya en la Rendición de Cuentas, porque somos conscientes de 
que la necesidad de contar con recursos humanos es real. Hay problemas que no se solucionan solo con 
buena voluntad y se necesitan recursos. En esto me estoy jugando, porque podría quedarme muy cómodo y 
decir que no le plantearé nada al señor Ministro de Economía y Finanzas. Tenemos que buscar una vuelta a 
este problema. 


Sé que la situación en general es difícil, pero hay problemas a los que hay que encontrarle algún camino de 
solución. 


Asimismo, el Instituto debería promover algunos cambios y buscar alguna figura que le permita ir 
solucionando algunos problemas. Tal vez debería rotarse al personal, porque hay gente que se acostumbra a 
trabajar solo en oficinas y no le haría mal trabajar un tiempo en los hogares. 


Creo que uno de los problemas más graves es la falta de recursos humanos, pero también económicos que 
permitirán al Instituto resolver otras carencias graves. 


Insisto que pondremos todo nuestro empeño para incluir algo en esta Rendición de Cuentas. 


SEÑORA PAYSSÉ.- Somos conscientes de la situación y haremos nuestro esfuerzo para acompasar los 
requerimientos mínimos que se plantean. 


En el articulado propuesto se plantea el ingreso de 212 funcionarios. Me preocupa mucho la capacitación de 
estos funcionarios, porque tendrán que cumplir tareas específicas, en contacto con seres humanos 
vulnerables. Actualmente, algunos Ministerios plantean la posibilidad de contar con recursos humanos a 
través de los pases en comisión. Entonces, me pregunto cómo se podría capacitar al personal para que no 
pasen meramente a formar parte de una plantilla, sino que constituyan recursos humanos que cumplan una 
función que todos consideramos fundamental. 


Si queremos mejorar y modificar, tenemos que pensar en estas cuestiones, sobre todo después de lo que 
planteó el sindicato con respecto a la edad promedio del personal, etcétera. 


SEÑOR ESPINOSA.- Compartiendo totalmente la línea argumental de la señora Diputada Payssé, 
creo que muchas veces el sindicato puede ser un instrumento vital para pregonar esos códigos de 
procedimiento para evaluar y, fundamentalmente, denunciar situaciones límite. Es oportuno reconocer 
que el sindicato ha actuado en tal sentido. 


Asimismo, quiero destacar un aspecto que considero fundamental: cuando uno habla de que no es bueno 
generalizar, debe evitar las generalizaciones tanto para arriba como para abajo, para un costado como para el 
otro. Digo esto en virtud de lo que expresó algún integrante del sindicato, a quien me toca retrucar. Esta 


Comisión tiene el honor de estar presidida por una legisladora que integró el Directorio del INAME; no creo 
que la señora Diputada Argimón haya obviado ningún tipo de esfuerzo para que todo saliera bien. 
Recordemos que muchas veces -no quiero generar polémica- las responsabilidades son tanto de arriba como 
de abajo. He estado veinticuatro años en la actividad municipal y puedo afirmar que puede haber 
costumbrismos, pero también fallas de los propios recursos humanos. 


Creo que hay que apostar al diálogo y las reflexiones deben tener en cuenta un conjunto de consideraciones y 
no decir que tal o cual camino es malo o bueno. Todo es perfectible en la vida. Fundamentalmente hay que 
tener serenidad y asumir algunas fallas. 


Me alegra que el sindicato haya tenido una instancia de diálogo con el actual Gobierno porque desde él 
mismo partieron críticas hacia los funcionarios del Instituto. 


SEÑORA PRESIDENTA.- La Mesa informa que mantuvo contactos con el señor Presidente del INAU 
para conocer el articulado propuesto para incluir en la Rendición de Cuentas. Obviamente, el trámite 
no corresponde a la Comisión de Derechos Humanos sino a otra Comisión. De todas maneras, vamos a 
repartir este documento que presentó el Directorio del INAU a la señora Ministra de Desarrollo Social, 


que es la vía que corresponde, para que se incluya en la Rendición de Cuentas. 


En la Rendición de Cuentas que envió el Poder Ejecutivo no figura este articulado, por lo que sería 
conveniente que este planteamiento se realice a la Comisión que estudiará la Rendición de Cuentas que, 
además, ayer ya fijó su régimen de trabajo. 


Por otra parte, me consta que muchos funcionarios adhirieron al régimen especial de retiro y estoy 
absolutamente convencida del desgaste real de los funcionarios por trabajar en un organismo de las 
características del INAU; personalmente creo que sus funcionarios deberían contar con un régimen de retiro 
especial, como en otras instituciones del Estado, pero ese es otro tema. Cuando el sindicato señala que no 
solo el INTERJ precisa un refuerzo sino todo el sistema, quiero saber si comparte el ingreso de 212 
funcionarios; supongo que será el mínimo indispensable para arrancar. Además, se habla de que serían 
funcionarios para atención directa. Pienso que en la reglamentación se podría establecer que fueran 
educadores sociales, porque de esa manera ya se tendría un perfil determinado. No me gusta dar consejos, 
pero sería bueno especificar este aspecto, porque el artículo se refiere a cumplir funciones de atención directa 
de técnicos a niños, niñas y adolescentes. Como a nivel parlamentario se piensa que los reclamos de recursos 
humanos son para el INTERJ y el sindicato nos dice que todo el sistema precisa de estos recursos, quiero 
saber si estos 212 serían suficientes. 


En nombre de la Comisión quiero decir que ninguno de sus miembros, en todos los encuentros 
parlamentarios en los que participamos, vinculados con los hechos acaecidos en la Colonia Berro, manejó 
generalizaciones. Es más, si en algo hicieron hincapié todos los miembros de la Comisión fue en cuidarse y 
evitar las generalizaciones. Esta Comisión ha mantenido un estilo de trabajo que es muy cuidadoso. 
Conocemos el eje temático de nuestra Comisión, porque varios miembros conocemos la realidad del Instituto 
y sabemos a lo que se enfrenta. En este sentido, asumo una responsabilidad específica: esta no es la 
institución que dejé porque en ese momento había otro contexto y sé lo que ahora tiene que afrontar el 
organismo, lo que es compartido por todos y todas en esta Comisión. 


En honor a la verdad -reitero- debo decir que esas generalizaciones no se manejaron en esta Comisión y 
además no se corresponden con su estilo parlamentario. 


SEÑOR RODRÍGUEZ.- Lo que se habló figura en las versiones taquigráficas correspondientes, a las 
que el sindicato tiene acceso porque son públicas. Ahí consta lo que dijeron todos los legisladores, 
inclusive los que pertenecemos al Gobierno. 


En otros ámbitos se maneja mucho lo que dice la prensa, pero esta no siempre recoge lo que realmente 
decimos los legisladores del Gobierno. Sí se condenó a los funcionarios que trabajan con niños, niñas y 
adolescentes que no cumplen sus funciones; a esos sí los condenamos, siempre que haya pruebas. Esta 
cuestión del diálogo con el Sindicato nunca estuvo en tela de juicio y ojalá que esta relación pueda durar, 
porque lo principal es no perderla. 


SEÑOR ARAÚJO.- No voy a hablar como Secretario de Propaganda del Sindicato sino como 
funcionario del INTERJ porque, desgraciadamente, cuando el INAU sale a la palestra lo hace en 
función de hechos que suceden en la órbita del INTERJ. Y nosotros decimos, por ejemplo, que en los 
hogares de Amparo no se pueden hacer motines porque los chicos de la institución toman mamadera y 
no tienen la facultad de hacer cortes. 


En cuanto a las generalizaciones, es necesario reafirmar el concepto ya vertido. Desde larga data el sindicato 
tiene una posición clara y firme al respecto: en el caso de cualquier funcionario que cometa una irregularidad, 
del tipo que sea, la Dirección de la institución cuenta con los medios adecuados para realizar todas las 
investigaciones correspondientes y llegar vía sumario a la sanción, si es necesario. Como funcionarios 
exigimos que esas investigaciones se realicen pero, también como sindicato, damos a nuestros funcionarios -a 
nosotros mismos- todas las garantías para que se investigue dentro del marco de la ley. 


Las generalizaciones existen. Por ejemplo, a un funcionario equis que trabaje en Colonia Berro lo miran dos 
veces. El estigma no solo está en los niños albergados en la Colonia Berro sino también en los funcionarios. 


Cuando solicitamos el ingreso de esa cantidad de funcionarios estamos hablando de evitar que se agrave el 
problema. Partimos de la base de que cuando se llevó a cabo la reforma del Estado, los compañeros que se 
retiraron de la institución fueron alrededor de setecientos. Desde entonces hasta ahora siguieron retirándose 
funcionarios, ya sea para jubilarse o porque no aguantaron más la situación. En este momento somos 
alrededor de mil funcionarios y cuando hablamos de doscientos, pueden darse cuenta de la relación que hay. 
Además, hay que tener en cuenta el aumento en el ingreso de los chiquilines. 


Compartimos lo manifestado por la señora Diputada Payssé. Nosotros, los funcionarios, tenemos otro viejo 
compromiso que es el de la formación permanente. De hecho, contamos con un centro de educación y cuando 
lo criticamos lo hacemos con la intención de revalorizar su función y mejorarlo, porque consideramos que es 
una ley de vida: queremos capacitarnos porque queremos hacer nuestro trabajo bien ya que somos 
conscientes de que no solo estamos trabajando con seres humanos, algo que es muy valioso, sino también con 
niños, niñas y adolescentes que, como dice una frase muy trillada, son el futuro. 


SEÑOR FONSALÍA.- Inicialmente pensaba intentar responder a la pregunta original del señor 
Diputado Chifflet sobre qué relación teníamos con las nuevas autoridades, pero como el tema se ha ido 
derivando en otro, siento que tengo que hacer una aclaración, porque el señor Diputado Espinosa 
aludió a mi intervención. 


Nuestro ánimo no es lesionar la sensibilidad de nadie; entendemos que hay que separar lo que es la persona 
de lo que es la tarea que realiza. Alguien puede ser una excelente persona y desarrollar una actividad que no 
sea del todo adecuada. A veces esto nos pasa a nosotros: nos consideramos buena gente y le erramos. 
Entonces, creo que hay que separar ambos aspectos, pero eso no quita que como organización sindical 
tengamos posición sobre algunos temas; estamos capacitados para trabajar en la diversidad, sin que ello 
signifique confrontar. 


Hemos heredado una situación que está en la historia de estos motines, que no son nuevos y que no caen del 
cielo. Hemos heredado en la interna una forma de estar y de trabajar que queremos cambiar. Con toda 
franqueza quiero decirles que si mañana nos sacamos el 5 de oro institucional, pasamos a ser millonarios y 
tenemos un exceso de recursos económicos y humanos, pero no modificamos algunos valores éticos que 
rigen hoy en la institución, no cambiamos nada. Y en esa lucha estamos, no desde ahora, sino desde hace 
mucho tiempo. Tenemos el orgullo de decir que no somos un sindicato vintenero, que además de pelear por el 
derecho de los trabajadores a comer todos los días, también lo hacemos por el derecho de estos chiquilines y 
por construir una institución digna y habitable. ¿Qué quiero decir con esto? Tenemos una situación en la que 
hay setecientos funcionarios designados a dedo; eso es brutal, y es un dato de la realidad. Nadie puede 
sentirse tocado. Esto es lo que debemos cambiar. En eso estamos, señor Diputado Chifflet: dialogando con el 
Directorio sobre cómo instrumentar concursos y llamados para seleccionar funciones encargadas. Si esto no 
lo logramos modificar, nada va a ser posible. 


La señora Diputada Payssé preguntó con qué criterios van a ingresar los doscientos doce funcionarios. Acá si 
no entran los mejores no entra nadie, porque estamos dispuestos a ir a la guerra; queremos para estos 
chiquilines lo mismo que queremos para nuestros hijos. Si mañana un hijo nuestro tiene que ser operado de 


apéndice, queremos que lo haga un cirujano y no un aprendiz de médico; lo mismo para los niños de sectores 
populares. Por eso queremos que se realicen concursos rigurosos porque, de lo contrario, lo vamos a 
denunciar, caiga quien caiga. Para acceder a responsabilidades de Dirección se tiene que haber demostrado 
que se tiene idoneidad, que se conoce de qué se trata. En esa pelea estamos junto con las nuevas autoridades. 
Y esto no tiene costo; pero hace a la construcción de nuevos valores que deben ser los cimientos de un nuevo 
INAU. 


SEÑOR LÓPEZ.- La cantidad de doscientos doce funcionarios que estamos solicitando para que 
ingresen a la institución, es el mínimo imprescindible para poder oxigenar cada uno de los servicios 
que están atravesando esta problemática. 


Por otro lado, hay un centro de formación en nuestra institución que no solo permite capacitar y formar a los 
funcionarios sino que dicta una carrera de educador social, pero tiene una dificultad, pues está centralizado en 
Montevideo y necesitamos personal también en el interior del país. Fue por este motivo que el artículo se 
redactó de esa manera. De todas maneras, estamos solicitando que se realicen concursos rigurosos, a fin de 
que el personal que ingrese sea calificado y capacitado. 


Vamos a presentar este petitorio a la Comisión de Hacienda para tratar de incidir allí. Nos llevamos el 
compromiso de ustedes en cuanto a que van a hacer lo posible para que estas cosas se concreten. No 
queremos estar en la tapa de los diarios cuando se producen situaciones negativas en la institución, sino 
cuando se den a conocer las cosas buenas, que también se hacen. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Agradecemos la presencia de los representantes del Sindicato Único de 
Trabajadores del INAU 


(Se retira de Sala una delegación del Sindicato Único de Trabajadores del INAU) 
(Ingresan a Sala representantes de la ONG Crysol) 


——- La Comisión de Derechos Humanos da la bienvenida a una delegación de la ONG Crysol, integrada por 
el Secretario de la Comisión Directiva, señor Gastón Grisoni, las señoras Sara Lichtensztajn, Nélida Fontora, 
Aurora Rey y Estela Jaluff y los señores Milton Ferreira y Angel González. 


SEÑOR GRISONI.- Muchas gracias por recibirnos. Yo soy el Secretario de la Comisión Directiva de 
Crysol. 


Crysol es una organización no gubernamental de ex presas y presos políticos; surgimos institucionalmente en 
el 2000, lo que quiere decir que somos una organización relativamente joven, en crecimiento, más allá de que 
está compuesta por sexagenarios a esta altura de la vida. 


El motivo de nuestra presencia es porque estamos abogando para que a la brevedad posible se apruebe una 
ley jubilatoria, justa y digna para los ex presos políticos, para los compañeros que vivieron en el exilio 
durante el proceso cívico militar y para que también sean contempladas aquellas personas que debieron 
sobrevivir en la clandestinidad sin poder trabajar en dicho período. 


Nuestro planteo no es novedoso; lo hemos estado reiterando desde el 1% de marzo de 1985 cuando Uruguay 
reconquistó la vida institucional. Desde aquel momento surgieron las primeras formas de organización de ex 
presas y ex presos políticos, abogando para que el tiempo que estuvimos detenidos fuera reconocido a los 
efectos previsionales y pensionarios. Fue un largo proceso y una larga travesía que cristalizó recién en el 
2002, durante el Gobierno del doctor Jorge Batlle, cuando se aprobó en el Parlamento la Ley_N* 17.449 que 
es la que nosotros pretendemos sustituir con el fin de que se contemplen nuestras aspiraciones. 


Con respecto a la Ley_N* 17.449, debemos expresar que, mirada retrospectivamente, significó un avance, 
porque no existía nada en ese sentido. Fue un avance relativo que permitió solucionar parcialmente algunos 
aspectos y fue fruto del trabajo y de la movilización que durante años estuvimos realizando. Pero la Ley. 

N? 17.449 adolecía en primer lugar de un gran defecto: no tenía en cuenta la normativa de derechos humanos 
que estaba vigente en el Uruguay. Cuando decimos esto nos referimos al hecho elemental y básico de que 


todas aquellas personas que estuvimos detenidas durante ese período, éramos víctimas directas del terrorismo 
de Estado. Los Estados tienen la obligación, de acuerdo a la normativa suscrita y ratificada en reiteradas 
oportunidades por Uruguay, de respetar y garantizar el respeto de las libertades fundamentales y de los 
derechos de todos los ciudadanos. El Estado uruguayo no solamente no cumplió sino que fue el que impulsó 
y llevó adelante la violación sistemática y generalizada de los derechos humanos. Ese aspecto básico y 
elemental no estaba contemplado en la Ley N* 17.449 y tanto era así, que si bien se nos reconocía los años de 
detención a los efectos jubilatorios, los aportes por esos años se nos descontaban de la jubilación. Pero 
¿cómo? ¿No éramos víctimas? Se nos reconoce como víctimas pero los aportes los tenemos que hacer 
nosotros. Ese es un primer elemento básico y esencial que pensamos que una ley jubilatoria debe contemplar; 
una ley jubilatoria justa y digna debe asumir e incorporar los elementos básicos de la normativa vigente en 
materia de derechos humanos y de otras normas también nacionales y constitucionales. Eso tiene que estar 
incorporado. Todas las personas que estuvimos detenidos durante ese período y las que huyeron del país 
debido a las persecuciones sistemáticas que se llevaron a cabo o aquellos que debieron pasar a la 
clandestinidad porque el Gobierno ilegalizó las organizaciones que integraban, somos víctimas del terrorismo 
de Estado. Esa es la terminología, la nomenclatura jurídica que se nos adjudica, aunque también decimos que 
no nos gusta, pero jurídicamente hablando somos víctimas directas del terrorismo de Estado. Pensamos que 
este elemento es básico y esencial para algunas otras cosas que luego van a surgir cuando hablemos 
concretamente de un proyecto de ley jubilatorio. 


Consideramos que una ley justa, en primer lugar y obviamente debe reconocer el período de detención a los 
efectos jubilatorios. Los años de prisión se tienen que computar efectivamente a los efectos jubilatorios, sin 
restricciones -cosa que no sucedía en la Ley N* 17.449- para todos aquellos ciudadanos que no se hayan 
jubilado al amparo de la normativa que se aprobó para los funcionarios públicos. Es decir, que deben ser 
contemplados aquellos que eran estudiantes o que no estaban trabajando, que eran desocupados, que estaban 
en la informalidad. Todas las personas en esas condiciones deben ser contempladas. 


También pensamos que hay que tener una visión comprensiva de lo que significó la prisión. A veinte o treinta 
años de aquellos sucesos, no basta -y más ahora- simplemente con reconocer los años trabajados para hacer 
justicia, porque la prisión significó muchas otras cosas. Hablo fundamentalmente de la prisión porque 
esencialmente Crysol es una asociación de ex presos políticos, no quiere decir que promovamos restricciones 
o limitaciones frente a los exiliados o los que sobrevivieron luchando en la clandestinidad, que tienen otras 
organizaciones que los representan y que trabajan muchas veces en forma mancomunada con nosotros. La 
prisión no fue solamente pasar preso, que es un aspecto que debe contemplarse, sino que significó perder los 
trabajos, perder hábitos de trabajo, dejar o cortar carreras que se estaban cursando, perder oportunidades; 
significó falta de crecimiento profesional y técnico que el simple reconocimiento de los años de prisión a los 
efectos jubilatorios no repara, pues no contempla toda la realidad. Inclusive, hay que tener en cuenta que en 
muchos casos hubo compañeros que cayeron en el año 1972 o 1973, que fueron ilegítimamente procesados 
por la Justicia militar, que salieron en el año 1974 o 1975 y que nunca pudieron volver a trabajar porque 
estábamos bajo el régimen de libertad vigilada; había que presentarse dos y tres veces por semana a firmar a 
los cuarteles, porque las personas que a veces nos daban trabajo eran hostigadas sistemáticamente. Por todas 
estas cosas es que decimos que solamente contemplar los años de prisión a los efectos reparatorios no es 
suficiente. 


Pensamos que también hay que considerar otro elemento: el Estado uruguayo no tomó en cuenta esta realidad 
en 1985. No se dio por parte del Estado uruguayo el cumplimiento de las obligaciones básicas y esenciales 
que tienen los Gobiernos frente a las víctimas directas del terrorismo de Estado. Esto sucede en el caso de 
quienes no pertenecíamos a la actividad pública, es decir, quienes estábamos en una situación en la que no 
existía un programa, una política de reinserción laboral, asumiendo el terrorismo de Estado. Las violaciones 
sistemáticas de los derechos humanos fueron hechas por órganos e instituciones del Estado, por funcionarios 
del Estado. Eso no existió en el ámbito privado, pero sí a nivel de los públicos. Se promulgó la Ley 

N? 15.783 mediante la que se promovió la reinserción, se reconstituyeron carreras, se aprobaron normas a los 
efectos jubilatorios, etcétera; pero no hubo nada para la actividad privada. Eso originó una serie de problemas 
que se vienen arrastrando hasta el día de hoy para los presos. El Estado omitió el cumplimiento de sus 
obligaciones, no hubo programas de reinserción laboral y a esta altura estamos hablando de un proceso 
irreversible. Se podría sugerir la implementación de un programa de reinserción laboral, pero estamos a 
veinte años, es un proceso irreversible, no hay manera de solucionar esto por ese medio. Cuando salimos yo 
era un gurí, en las organizaciones de presos me tenían para hacer los mandados, pero a esta altura estoy casi 


para jubilarme, y es un problema generalizado en todos los presos. Es un proceso irreversible que hay que 
tomar como tal. 


¿Qué planteamos y promovemos en un proyecto de ley jubilatorio justo y digno? Que este tema hay que 
tomarlo buscando que en esa ley los presos tengan una jubilación mínima estipulada, porque absolutamente 
todos los presos que no estuvieron en la actividad pública, tienen una historia laboral totalmente irregular, 
fruto de las acciones llevadas a cabo por funcionarios del Estado y fruto de las propias omisiones del Estado. 
Una vez que reconquistamos la democracia, al no haber un programa de reinserción laboral, hasta el día de 
hoy son muchos los compañeros que están trabajando informalmente sin haber reconstituido las carreras y la 
única manera de solucionar esto es asegurando a través de este proyecto una jubilación mínima para todos 
aquellos que tengan la causal jubilatoria por haber sido detenidos. Es un tema novedoso en el ámbito 
previsional, pero es una de las posibles alternativas para solucionar un problema que a esta altura ya es 
irreversible. 


Aquí surge el tema del establecimiento del monto, porque cómo hacemos para establecer un monto 
jubilatorio para todo este sector que sea justo y digno en medio de la situación que vive el país, las 
dificultades que tenemos. Pensamos que el monto debería surgir de la aplicación de algún criterio que tiene 
que ser razonado, legítimo, basado en la normativa uruguaya vigente en todos sus aspectos. En ese sentido, 
en el proyecto de Crysol, como asociación de ex presos se toman en cuenta los montos que surgieron en el 
año 1985 para la ley jubilatoria N* 15.783 de los públicos. Ese año el Parlamento aprobó una ley para los 
funcionarios públicos por la que se los reincorporó a la actividad, se los puso a trabajar, se generaron 
condiciones especiales para la jubilación. Es decir, todos aquellos funcionarios que tuvieron diez años de 
antigiiedad en el cargo pudieron jubilarse con el último sueldo beneficiado en un 125%; son condiciones 
excepcionales. Para no fijar un criterio arbitrario, porque si no se llegaría a una cuestión de regateo, 
consideramos que un criterio a tener en cuenta puede ser el promedio ponderado de lo que fueron las 
jubilaciones que hace veinte años salieron para los funcionarios públicos. Es un monto razonable, teniendo en 
cuenta que también existe otra normativa que es un criterio que hemos manejado y que está vigente en el 
Uruguay. 


Consideramos que aquí hay normativas de derechos humanos; somos víctimas. Entonces, ¿cómo se resuelve 
esta situación desde el punto de vista jurídico? La situación de las víctimas a nivel jubilatorio no puede ser 
inferior a la que supuestamente tienen los victimarios. Algo similar hizo Menem en Argentina a los efectos de 
indemnizar a los presos políticos. Se halló el promedio ponderado de los funcionarios del Estado, etcétera. Es 
lo que correspondería en Uruguay si tenemos en cuenta que está vigente la Ley de Caducidad de la 
Pretensión Punitiva del Estado -estamos de acuerdo en que no fue una ley jubilatoria y previsional sino penal, 
pero que tuvo efecto e incidencia a nivel previsional- y que los años dedicados a actividades delictivas fueron 
computados como años de servicio a la democracia, a las instituciones, al país, y están jubilados. Un criterio 
sería ese; lo hemos conversado y hemos estipulado y seguido el criterio de la equiparación con los públicos, 
que nos parece razonable. 


Hay un último aspecto que es el que nos interesa remarcar con respecto a las características que debe tener 
una ley que contemple los puntos de vista e intente resarcir lo que ya a esta altura es irreparable con respecto 
a las ex presas y a los ex presos políticos. Una ley de esta naturaleza no solamente tiene que contemplar los 
años durante los que permanecieron presos, lo que nos parece que hay que tener en cuenta, sino que también 
hay que abarcar toda la realidad. Así como cuando se aprueba una ley especial para un ámbito particular, 
como los maestros, los conductores de transporte, los policías, los militares, se toman en cuenta todas las 
características, todas las particularidades que tiene esa profesión, acá hay que tener en cuenta que la prisión 
no fue un trámite administrativo, no fue un sello que se estampó encima del expediente de cada una de las 
personas. Lamentablemente, en Uruguay, la prisión política estuvo asociada siempre a la tortura, a los 
apremios físicos y psicológicos. La Ley de Amnistía en la exposición de motivos señalaba que en promedio 
las personas detenidas estuvieron sesenta días antes de pasar a Juez, esto no es la primera vez que se señala. 
Pensamos que una ley verdaderamente justa desde el punto de vista jubilatorio no puede prescindir, no puede 
olvidarse de esta situación. La tortura es dañina, genera dolor, sufrimiento, pero, además, es un delito; debe 
ser penalizada como un delito y tenida en cuenta por un Estado democrático. Y cuando va a abordar la 
promulgación de una ley que sea justa, tiene que contemplar toda esa situación. El Estado llevó adelante una 
acción ilegítima, inmoral, porque no hay justificación ética para la tortura. Como dijo el comandante en jefe 
del ejército chileno hace unos meses: no hay ningún tipo de justificación. 


Un segundo elemento que consideramos hay que tener en cuenta es que el promedio de prisión de los 
prisioneros en Uruguay fue de 6,6 años. Uruguay fue uno de los países con la mayor cantidad de presos 
políticos del mundo, con ese promedio de 6,6 años de prisión, pero además en condiciones degradantes y 
perversas como ya consta en las leyes que se aprobaron, en un sistema diseñado para destruir física y 
psicológicamente a las compañeras y a los compañeros. 


Tenemos que promulgar una ley que contemple estos elementos: la tortura y las condiciones de reclusión que 
fueron diseñadas especialmente. Hay trabajos al respecto: está el informe de la Comisión Valech sobre la 
incidencia de la tortura en las prisiones. Está disponible en un estudio que aquí nunca se ha hecho pero que 
consta en Chile sobre la experiencia después de haber entrevistado a 35.868 ex presos políticos. ¿Por qué 
señalo este elemento? Porque pensamos que una ley jubilatoria justa y digna para las ex presas y los ex 
presos políticos debe incorporar a todos quienes fuimos presos políticos. Todos debemos configurar causal 
jubilatoria, cualquiera sea el número de años que tengamos en la actualidad, y cualquiera sea el número de 
años de aportes que tengamos reconocidos en el BPS. Creemos que es un elemento básico y esencial que 
debe ser incorporado a esta ley, que va a salir veinte años después, dos décadas después de cuando debería 
haber salido. Esta es la única manera de solucionar este tema. Somos de la idea de que una de las tareas 
básicas de la etapa que se inició el 1 de marzo es afirmar y profundizar la democracia. La profundización de 
la democracia pasa, desde nuestro punto de vista, por hacer justicia en este ámbito, con todas aquellas 
personas que fueron detenidas, estuvieron en prisión por defender la democracia, por enfrentar el terrorismo 
de Estado, por luchar, por imponer y consolidar la vida institucional en Uruguay. La libertad, la justicia y la 
paz en el mundo tienen por base el reconocimiento de la dignidad intrínseca de todos los individuos de la 
raza humana. Pensamos que hay que afirmar ese criterio y esta ley, que vamos a promulgar y de la que 
tenemos un anteproyecto que va en esa orientación. 


Muchas gracias por darnos la oportunidad de expresar nuestro punto de vista. 


SEÑORA PAYSSE.- ¿De qué monto estamos hablando? ¿Qué cantidad de gente hay involucrada en 
una solución de esta naturaleza? 


SEÑOR GRISONI.- La cantidad de presos políticos que nosotros manejamos es la que dio en su 
momento el Coronel Ernesto Silva Ledesma, de 4.933 procesados por la justicia militar. De esa cifra 
habría que descontar a todos aquellos que ya se jubilaron por ser funcionarios públicos. Este dato se 
puede encontrar en el BPS. 


El monto que se ha acordado en los diferentes ámbitos, es de seis salarios mínimos nacionales. Según los 
economistas, esta es la cifra que correspondería. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Nos parece importante contar con ese anteproyecto. 


Sería indicado que esta delegación concurriera también a la Comisión de Seguridad Social de la Cámara, 
independientemente de que esta Comisión haga el intercambio de opinión sobre el anteproyecto que nos 
gustaría tener por escrito. Nosotros enviaremos la versión taquigráfica de la reunión de hoy a la Comisión 
específica que es la de Seguridad Social. En definitiva, de ingresar el proyecto de ley, esa Comisión será la 
que lo tratará. Nos parece importante conocer el anteproyecto para comenzar su estudio y que ustedes 
concurran a la Comisión específica citada. 


SEÑOR FERREIRA.- Además de las personas que se jubilaron, estamos perdiendo alrededor de dos 
compañeros por semana que fallecen; algo más de noventa y seis personas por año están muriendo de 
las más feas y atroces enfermedades. Nosotros somos un grupo de gente que no tenemos qué negociar 
porque no tenemos nada que ofrecer a cambio. Primero, porque no negociamos y segundo, porque el 
dolor no se negocia, es intangible, es propio de nuestra naturaleza. Lo único que nos queda es que se 
escriba la historia, contando lo que pasó en esta reunión. 


SEÑORA JALUFF.- La Constitución de la República obliga al Estado a reparar justamente a las 
víctimas de terrorismo de Estado cuando el daño lo infligen funcionarios. 


SEÑOR GONZÁLEZ.- Esta delegación fue conformada por una asamblea a la que concurrieron 
setecientos compañeros. 


Los que estamos aquí podemos luchar por esto, pero la realidad de otros es muy diferente, sobre todo en el 
interior donde los compañeros están pasando hambre y comiendo de la basura. Necesitamos esta ley 
urgentemente. Nosotros más o menos tenemos resueltas nuestras vidas, pero somos apenas la punta del 
iceberg. 


(Se retira de sala la delegación invitada) 


SEÑOR CHIFFLET.- Está muy bien que esta iniciativa pase a la Comisión de Seguridad Social. 
Comparto eso con la señora Presidenta y estoy seguro de que ella compartirá también mi propuesta. 


Si estas situaciones no se atienden en el ámbito de la seguridad social o se lo hace de manera insuficiente, 
digo que insuficiencia de la seguridad social es negación de la seguridad social; pero, fundamentalmente, este 
es un tema de derechos humanos. 


Quiero proponer que se envié la versión taquigráfica al Ministerio de Trabajo y Seguridad Social por cuanto a 
ellos corresponde la iniciativa sobre estos temas. Luego, que se le pregunte si se ha analizado la cuestión, 
cuál es la opinión sobre lo que propone CRISOL, y si se cuenta con alguna propuesta. Tengo entendido que el 
Ministerio ya ha empezado a analizar el tema. Además, me gustaría saber si se cuenta con recursos o no. En 
el caso de que no se contase con ellos, este legislador está dispuesto a encontrar alguna vía de recurso y a 
hacer una propuesta en la Comisión que corresponda. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Estamos de acuerdo en enviar esto al Ministerio e incorporar las preguntas 
que el señor Diputado Chifflet hace en nombre de la Comisión. 


Con respecto a la primera delegación, me interesaría dar un espacio especialmente para que la bancada de 
gobierno intercambie opiniones sobre los artículos presentados recientemente para la Rendición. En esta 
Rendición no han venido pero quizás hay acuerdo y sería bueno para la Comisión saber si se llevarían esos 
acuerdos o no. Eso no lo vamos a resolver nosotros acá. Creo que ustedes pueden averiguar en qué se está 
trabajando desde que se presentó. Ahora no tenemos los datos como para expedirnos. 


Respecto al segundo tema, uno siempre coincide con la justicia de este tipo de reclamos, pero también es 
cierto que hay contrapartidas económicas y no es cuestión de despertar expectativas que después no se 
puedan cumplir. Por eso me parece justo trasladar al Ministerio lo planteado por el señor Diputado Chifflet, y 
antes de expedirnos ver por dónde puede transitar la Comisión. 


Con respecto al estatuto del refugiado, me interesaría acercar, en consulta con algunos abogados de la propia 
Cámara, una redacción alternativa, no desde el punto de vista filosófico sino de aquellos ajustes que tanto la 
doctora Blengio como el doctor Gross hicieron, sobre todo de redacción, a efectos de que en la sesión que 
viene podamos contar con una redacción ajustada a lo que los técnicos nos trasladaron. 


SEÑORA PAYSSE.- Me parece bueno trabajar sobre un texto que recoja las observaciones que no 
merecieron ninguna consideración en contrario. En función de algunas recomendaciones conceptuales, 
cuando empecemos a discutir el articulado final quiero adelantar a la Comisión que tengo algunos 
aportes que oportunamente colectivizaré acá. Me parece importante comenzar con un texto que recoja 
lo que todos aportamos. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Entonces, los señores Diputados recibirán la redacción con los ajustes y, 
quizá el miércoles que viene podamos aprobar el proyecto. 


Se levanta la reunión. 


(Es la hora 15 y 52). 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


